
Responsabilidad Extracontractual.
I. Cuestiones Generales
Denominaciones:
Responsabilidad civil extracontractual: obligación que tiene una persona de indemnizar los daños ocasionados a otra.
Actos o hechos ilícitos: existe una conducta del obligado por acción u omisión, que por ser contraria a derecho lo obliga a la indemnización. 

En ambas denominaciones el civilmente responsable de un hecho ilícito, delito o cuasidelito civil, está obligado a  indemnizar los perjuicios ocasionados.

Art. 2314. El que ha cometido un delito o cuasidelito que ha inferido daño a otro, es obligado a la indemnización; sin perjuicio de la pena que le impongan las leyes por el delito o cuasidelito. 

El código le otorga a los delitos y cuasidelitos civiles la calidad de fuente de obligaciones. El hecho ilícito es fuente de obligaciones, porque da origen a una obligación que antes de él no existía: indemnizar los perjuicios causados. El autor no ha querido adquirir una obligación, ha querido el daño, no ha querido convertirse en deudor de la reparación, ya sea que haya actuado con dolo o culpa.

La responsabilidad moral es una noción netamente subjetiva, no implica necesariamente un perjuicio ajeno.
La responsabilidad civil precisa de una exteriorización, que causa un perjuicio imputable a su autor. La obligación de reparación es jurídica y exigible coactivamente. Está entrelazada con la responsabilidad penal, pero se diferencian en:

· para la responsabilidad penal se requiere una disposición que la establezca, la civil nace por actos que se encuadran dentro de los requisitos generales señalados por la ley para esta. 

· En responsabilidad civil se atiende únicamente al prejuicio causado, se sanciona fundamentalmente el factor económico. La responsabilidad penal se acerca más a la moral, porque no es necesario el daño específico, sino que se sanciona por la gravedad del acto.
· En el delito penal está comprometido más el interés general que el particular, la responsabilidad civil mira casi exclusivamente a la reparación del daño causado. 

Todo esto no significa que no puedan concurrir estos tres tipos de responsabilidad, normalmente coincidirá la civil con la penal, existiendo delito penal generalmente también lo habrá civilmente, como ocurre con los delitos contra las personas y la propiedad.

Pero igualmente hay delito civiles que no son penales (ocultación de bienes comunes, omisión del curador de confeccionar inventario antes de ejercer la guarda), y delitos penales que no son civiles (delitos contra la seguridad interior del Estado), ya que en este caso no se perjudica a ninguna persona determinada.
División De Responsabilidad:
Responsabilidad contractual: es la obligación del deudor de indemnizar al acreedor los perjuicios que le ha originado el incumplimiento o cumplimiento tardío de la obligación.

Responsabilidad extracontractual, delictual, por el hecho ilícito o aquiliana: consiste en la obligación en que se encuentra el autor de indemnizar los perjuicios que su hecho ilícito ha ocasionado a la victima.
A pesar de lo anterior existe un teoría unitaria de la responsabilidad civil que dice que esta es una, y es fuente siempre de la obligación de reparación, y sus diferencia son de mero detalle.
Fundamentos de la responsabilidad extracontractual:
A) la clásica que es la responsabilidad subjetiva, 

B) una moderna de la responsabilidad objetiva.

A) responsabilidad subjetiva: el fundamento de la obligación de reparar los daños causados es la culpabilidad del agente, que el daño haya sido ocasionado por la culpa o dolo del sujeto. La razón de existir de esta obligación es la actuación ilícita del agente del daño. Pero con esta teoría es difícil obtener la reparación del daño, ya que para esto se debe probar la culpa, situación difícil de realizar. 
B) Responsabilidad objetiva o del riesgo: esta no atiende a la conducta del agente, sino que meramente al resultado material que de ella ha derivado: el daño. La obligación de indemnizar exige sólo la existencia de un perjuicio ocasionado a otro por la conducta del autor del mismo. Se llama del riesgo porque ha falta de culpa, la obligación de indemnizar se fundamenta en que toda persona que desarrolla una actividad, crea un riesgo de daño a los demás, resulta lógico que quien lo creo deba indemnizar a la persona dañada, sea o no culpable, porque el accidente lo ha ocasionado el riesgo creado. De esta doctrina tan amplia, hay autores que la limitan al riesgo-beneficio: el autor que explota una actividad económica en su propia utilidad, deber responder en contrapartida al beneficio que de ella obtiene de los daños que los demás causa. la responsabilidad es una consecuencia del beneficio de participar en el mercado. Se permite que las empresas libremente coloquen sus productos en el mercado pero deben reparar el daño que ocasionen. 

La teoría objetiva es muy peligrosa por lo amplia que es, ya que entonces da lo mismo actuar con diligencia o no, y se llega al punto de contratar seguros de riesgos a terceros, todo lo cual conduce aun aumento de hechos ilícitos. En el caso de la responsabilidad objetiva si el autor prueba a actuó diligentemente igualmente no se absuelve de reparar los perjuicios, es un tipo de presunción de derecho de culpa.
El hecho injusto como una violación de una obligación preexistente:

Según los autores que defienden  la idea de la unidad de la responsabilidad civil, establecen que en el hecho ilícito existe la infracción de una obligación preexistente, tal como ocurre en la responsabilidad contractual, es la obligación de no causar daño a otro, de no lesionar derechos y bienes ajenos. Esta es una obligación legal, y su violación, al igual que el incumplimiento en materia contractual, da nacimiento a la obligación de indemnización de perjuicios.
Esta concepción no ha tenido mucha aceptación, ya que esta obligación de indemnizar los perjuicios es un deber general de conducta, que si bien, además de tener aplicación a todo el ordenamiento jurídico, es presupuesto del hecho ilícito.
Teoría del injusto:
También toma en cuenta ambas responsabilidades, les da un contenido objetivo, como actos contrarios al derecho objetivo, una violación de las normas jurídicas reprimida por aquel por la vía sancionadora.
Si existe una violación a las normas de derecho el ordenamiento lo sanciona de diversas formas, criminalmente cuando ella es atentatoria a la sociedad, y exclusivamente civil si no alcanza ese grado de conmoción.
Tendencias actuales en el derecho comparado.

Predomina la idea de la defensa de la victima, y de procurarle que en todo caso obtenga un resarcimiento eficaz y oportuna del daño que ha sufrido; se reconoce la existencia de un deber social y de justicia en este punto, pero no se acepta íntegramente la responsabilidad objetiva, sino que para ciertos casos y efectos, buscándose otras alternativas para la consecución del fin señalado y evitar los inconvenientes de la responsabilidad subjetiva.
Aceptación para ciertos efectos de la responsabilidad objetiva: Art. 847 del código civil, las presunciones de derecho de responsabilidad de los arts 2341 y 2327 están muy cercanas también a la responsabilidad objetiva.
Otros medios de ampliar y asegurar la obtención de indemnización: 
· el traspaso a la seguridad social de los accidentes laborales o riesgos más comunes; 
· presunciones de culpa, esto es distinto a la responsabilidad objetiva, ya que esta presunción es legal y no de derecho;  
· desplazamiento de algunos casos hacia la responsabilidad contractual (en Francia especialmente a través de una teoría de obligación de seguridad que se establecen en una serie de contratos con riesgos para las personas), 
· se ha ampliado la noción de responsabilidad incluyendo conductas reprochables como el abuso del derecho, de manera que una persona puede responder extracontractualmente por el mero ejercicio de un derecho que le pertenece si se le considera abusivo.  
El seguro de responsabilidad civil:
El aumento de los riesgos han llevado a las legislaciones, doctrina y jurisprudencia ha buscar el mejor modo de que la victima resulte indemnizada, lo que especialmente en algunos países ha dado además origen a grandes excesos absurdos de la jurisprudencia.
Esto ha traído el desarrollo de los seguros de responsabilidad.
Lo que define este seguro es que el asegurador se obliga a indemnizar al asegurado a causa de la responsabilidad civil que este debe asumir ante un tercero.

En el código de comercio se esbozó algo parecido a este seguro en el Art. 580 en caso de incendio.
El riesgo asegurado es el daño que experimente en definitiva el asegurado al tener que indemnizar a un tercero, ya sea contractual o extracontractualmente. Esto es, el daño patrimonial que sufre el asegurado por tener que pagar una indemnización por su responsabilidad en los daños que sufre un tercero en su persona o en sus bienes. 
Concepto de hecho ilícito:
Es ilícito todo hecho culpable o doloso que cause daño a otro, e impone al autor la obligación de reparar el daño causado. Tal obligación puede derivar de la intención (dolo), de la negligencia (culpa) o de la ley (responsabilidad objetiva).
De esto deriva una distinción entre el delito, el cuasidelito y la responsabilidad sin culpa, pero aunque el elemento constitutivo sea distinto, el efecto de estas tres es el mismo: la obligación de indemnizar que no es ni mayor ni menor según sea el caso, pues no depende de la actitud del sujeto sino que del perjuicio causado.
La responsabilidad extracontractual puede ser:

1. simple: corresponde al hecho propio.
2. compleja: por el hecho ajeno y el de las cosas.

II. Requisitos De La Responsabilidad Extracontractual.
1. acción u omisión dolosa o culposa.
2. no concurrencia de una exención de responsabilidad.

3. capacidad del autor del hecho ilícito.

4. el daño a la victima.

5. relación de causalidad entre la acción u omisión culpable o dolosa y el daño producido. 
La acción u omisión ilícitas, equivalen en materia contractual al incumplimiento o cumplimiento tardío. El elemento que concurre sólo en la contractual y no en la aquilina es la mora del deudor.
A. La Acción U Omisión Culpable O Dolosa Del Agente.
Dolo y delito civil:

Es la única diferencia que existe, que en el delito hay dolo, y en cuasi delito hay culpa; no hay otras diferencias. No hay mayor responsabilidad en el dolo que en la culpa, porque la intensidad se mide por el daño causado y no por la actuación del agente.
El dolo es la intención del agente de causar daño, Art. 44. El dolo se aprecia en concreto, según las circunstancias del actor, ya que constituye un elemento psicológico: la intención, el deseo de causar daño; cuya prueba corresponderá siempre al demandado, ya que el dolo no se presume.
De ahí que el dolo concurrirá normalmente cuando se haya cometido un delito penal, sino, bastará la prueba de la culpa que es menos difícil que la del dolo.
Culpa y cuasidelito civil:

La culpa da origen al cuasidelito civil, y es más importante que el dolo.
Este existirá con mucha más frecuencia, independientemente del delito penal, especialmente porque sólo existen excepcionalmente cuasidelitos penales sobre las cosas,  ya que por regla general sólo lo hay contra las personas. 
Se define la culpa aquiliana como la falta de diligencia o cuidado en la ejecución de un hecho.

En la responsabilidad contractual es la falta de diligencia o cuidado en el cumplimiento de una obligación. 

· Formas de apreciar la culpa: objetiva y subjetiva.

Es distinto a la responsabilidad objetiva y subjetiva, distinción que se funda en la concurrencia de culpa o no, como requisito de la indemnización.

Culpa objetiva o en abstracto: se compara la actitud del agente a la que habría tenido un tipo ideal en la misma situación, y se determina como habría este reaccionado.
Culpa sin concreto o subjetiva: se procede al igual que el dolo, se determina la situación personal del sujeto al tiempo del accidente.
En nuestra legislación se adopta la culpa objetiva, del sujeto ideal de comparación: el buen padre de familia.

· Graduación de la culpa.
Aquí no hay graduación de la culpa como en materia contractual. En responsabilidad extracontractual hasta la culpa leve da lugar a esta responsabilidad; pero es aplicable la regla de que la culpa grave equivale al dolo, lo que en realidad no tiene mayor relevancia. 

La conclusión es que queda a criterio del juez determinar si en la actitud del hechor ha existido descuido suficiente para constituir culpa. 
· Prueba de la culpa.
Por regla general deberá probarla la victima, porque no sucede lo mismo que en materia contractual en donde la culpa se presume.
La victima reclama la indemnización, por lo que es una obligación que a ella le toca probar, con todos los requisito legales para esta responsabilidad. La prueba de la culpa hace dificultoso que la victima sea reparada del daño. En este punto analizaremos dos situaciones:
Teoría de las obligaciones de prudencia y de resultado: en las obligaciones de resultado el acreedor nada debe probar, pues al deudor de ellas le corresponde acreditar que se obtuvo el resultado prometido, y si él no ha tenido lugar, que no hubo culpa suya en este hecho. En cambio en las obligaciones de medio, no basta establecer que no se obtuvo el resultado, sino que el deudor no se ha comportado con la diligencia o prudencia necesaria, y esta prueba corresponde al acreedor. La presunción de culpa no opera únicamente y siempre en materia contractual, sino que en una y otra responsabilidad es preciso distinguir según si la obligación infringida es de medios, en que el peso de la prueba corresponde al acreedor, o de resultado, en que el deudor deberá probar su ausencia de culpa. Esta distinción no resulta aceptable pues el Art. 1547 en donde se presume la culpa contractual no hace diferencia entre obligaciones de medio y de resultado, y no es posible sostener la existencia de obligaciones de resultados extracontractuales.
Presunciones de culpa: Para muchos en el Art. 2314 inc segundo existe una presunción de culpa (Alessandri), pero en realidad existe sólo una reiteración del inc primero, no hay nada en el precepto que permita sostener una presunción de responsabilidad.
Existen algunas presunciones de derecho de culpa: Art. 2327 y 2321.
No es lo mismo presunción de culpa, que responsabilidad objetiva, pues en el primer caso el autor del daño puede eximirse probando su falta de culpa, mientras que como esta no es elemento de la responsabilidad objetiva, semejante prueba no lo libera de ella. En cambio la presunción de derecho es equivalente en sus efectos a la responsabilidad objetiva, pues precisamente no se admite la prueba de falta de culpa.
· Responsabilidad sin culpa en nuestra legislación: 
Con la aceptación de la teoría del riesgo, se elimina el requisito de la culpa para la indemnización extracontractual.
En nuestra legislación existen casos de responsabilidad objetiva, pero no el código civil, sino que en otras leyes:

- Accidentes del trabajo: disposición que existía en el código del trabajo en donde el patrón era responsable de los accidentes, fue derogado cuando esta responsabilidad pasó a la seguridad social.
- Constitución política: Art. 19 nº 7 letra i.
- Art. 16 de la ley de seguridad del Estado.

- Código aeronáutico.

- Fumigaciones.
- Responsabilidad por falta o falla del servicio público.

· Los casos de culpa.
La noción de culpa es relativa y depende de las condiciones del hecho; es difícil determinar en una sola formula cuando la hay, y dependerá mucho de la apreciación del juez. Sin embargo pueden señalarse algunos casos generales y otros especiales. Dentro de los generales no referiremos a la infracción de ley en sentido amplio, el abuso del derecho, relaciones de vecindad y la culpa por omisión.

Infracción de ley: 
Habrá culpa cada vez que se viole la ley, reglamento, etc. esto es cuando se actué en contra sus preceptos, pues el primer deber del individuo es respetar el derecho objetivo.

Estas disposiciones legales y reglamentarias se dictan muchas veces para prevenir accidentes, y si por no haberlas respetado este se produce, habrá culpa del autor del hecho.
Los casos más frecuentes de infracción de disposiciones legales y reglamentarias se debaten en materia de transito, y basta la sola negligencia o descuido del agente.
El abuso del derecho:
Por regla general cuando una persona actúa en virtud de un derecho, aunque ocasiones daño a otro, no tiene responsabilidad.

Pero el mismo derecho puede acarrear responsabilidad a su titular si lo hace en forma abusiva: es la teoría del abuso del derecho. 

El abuso del derecho se ha incluido a las causales de la responsabilidad extracontractual cuando reúne los requisitos necesarios, estos son:

· Existencia de un derecho.

· El derecho debe ser de ejercicio relativo: que la ley no haya excluido expresamente su aplicación. Si la ley le señala limitaciones será absoluto.
· El ejercicio sea abusivo: aquí la doctrinas se dividen porque es difícil precisar cuando un derecho es abusivo, un exceso en su ejercicio, hay distintas opiniones de esto: hay abuso del derecho cuando este se ejercita con el solo afán de causar perjuicios, en este caos se asemeja al dolo. Para otros debe atenderse al fin económico y social para el cual existe y se ha otorgado el derecho. Otra formula es la impone que los derechos deben ejercerse de buena fe y que no exceda los limites del objeto en vista del cual ese derecho le ha sido conferido a su titular. Otros códigos no establecen una regla general, sino que casos particulares. Entre nosotros el abuso del derecho no difiere de cualquier otro caso de responsabilidad extracontractual, y por lo tanto, habrá lugar a él siempre que concurran los requisitos de la misma: una actuación dolosa o culpable que cause daño, con la particularidad únicamente de que la actuación corresponda al ejercicio de un derecho.
En la legislación chilena el abuso del derecho lo podemos encontrar en el código de aguas en el Art. 56, 2110 del código civil. Además los tribunales han acogido esta teoría generalmente en relación con el ejercicio abusivo de las acciones criminales.

En un fallo se declaró que el ejercicio  de un derecho, si de él deriva un daño, mediando culpa o dolo, se transforma en la comisión de un delito o cuasi delito civil.  
Si existe abuso del derecho se condenará al que ha hecho un uso excesivo de sus facultades a indemnizar los perjuicios causados. En el abuso del derecho procederán ciertas formas de reparación en especie, que no son frecuentes en la responsabilidad extracontractual.
Algunos casos frecuentes del abuso del derecho se dan en el derecho de dominio (afectando las relaciones de vecindad), en las acciones judiciales y a través de las personas jurídicas, cuestión que se ha venido remediando mediante la teoría del levantamiento del velo corporativo: que respondan los individuos reales que constituyen las personas jurídicas y hacerles valer su responsabilidad.  

Culpa por omisión.
Lo normal es que la omisión se produzca en el ejercicio de una actividad, consiste en no tomar una precaución que debió tomarse.

Pero otra corriente doctrinaria sostiene que la omisión implica cualquier abstención, no sólo si se tenía la necesidad de realizar una acción, cuando el agente no desarrolla ninguna actividad en circunstancias que debió hacerlo.
· Determinación de la culpa.
El juez, para determinar si la hubo, deberá comparar la actuación del hechor, con la forma normal de reaccionar de los seres humanos colocados en la misma situación.
Calificar si se trata de culpa, o dolo o caso fortuito, son cuestiones de derecho pues se encuentran definidos en la ley, por lo que estos fallos son susceptibles de revisión por casación.

B. Hechos Que Alteran O Eximen De Responsabilidad.
· son hechos que excluyen la existencia de culpa o dolo, 
· y otros en que no obstante haberlos no se responde civilmente.
· O se modifica la responsabilidad. 












1. caso fortuito y ausencia de culpa:

Si hay caso fortuito o fuerza mayor, no hay culpa del autor del daño, y queda exento de responsabilidad, ello ocurre tanto en materia contractual como extracontractual.
En materia extracontractual corresponderá al demandado probar el caso fortuito, ya sea para reforzar su defensa o porque la culpa de presume.

Diferente al caso fortuito es la ausencia de culpa, para probar esta basta acreditar que se ha actuado con la debida diligencia y cuidado, siendo totalmente accidental el daño producido. Al demandado le basta probar esto, no hay necesidad que pruebe el caso fortuito para quedar exento de responsabilidad. 
2. estado de necesidad:
Es aquel en que una persona se ve obligada a ocasionar un daño a otra para evitar uno mayor a si misma o a un tercero.

Se diferencia del caso fortuito en que si bien hay un hecho imprevisto, él no es irresistible, puede resistirse pero a costa de un daño propio. 

Nuestra legislación no la contempla, por lo que para su aplicación debe asimilarse a otra, como el caso fortuito, ausencia de culpa, fuerza mayor, etc.

Supone un conflicto de intereses en que es difícil decidir cual es el más legitimo, si bien es comprensible la actitud del que por evitarse un daño mayor opta por causarlo a un tercero ajeno al hecho, y hasta cierto punto la situación en que se encuentra lo inhibe a él, como a cualquier persona colocada en igual emergencia, de actuar en otra forma, no lo es menos que quien recibe el daño no ha tenido parte alguna en el suceso, y de aceptarse que el estado de necesidad sea eximente de responsabilidad, sufrirá íntegro el daño. Semejante desproporción excede los límites de la solidaridad social. 
3. el hecho del tercero:












4. la culpa de la victima:





Esto no cambia en el caso de aceptación del riesgo por la víctima, es decir, cuando esta aceptó voluntariamente exponerse al daño, como el caso de un duelo.
La culpa de la victima sólo afecta la indemnización, pero no la responsabilidad penal.

5. eximentes de responsabilidad.
En materia penal existen circunstancias que eximen de responsabilidad penal, que la atenúan o la extinguen. Estas disposiciones no se aplican en materia civil.
A falta de legislación se deberá resolver el problema de cada una de ellas en particular, según los principios generales de la legislación, y así en la legítima defensa es evidente que no se responde si reúne las condiciones para ello, porque falta la culpa.

6. las convenciones sobre responsabilidad:
Sobre este punto mucho se ha discutido en materia contractual como extracontractual, especialmente sobre la validez de estas convenciones, destinadas a suprimir o modificar la responsabilidad del autor del daño.
Existen dos tipos: las que eximen y las que disminuyen la responsabilidad.

No deben confundirse con las causas eximentes de responsabilidad, ya que en estas impiden la existencia de la responsabilidad, del hecho ilícito; y en las convenciones de responsabilidad, esta existe, pero se suprime o modifica, no se indemniza ni tampoco existen seguros, ya que estas convenciones hacen desparecer la obligación de indemnizar.
La existencia de una estipulación sobre responsabilidad no hace derivar esta en contractual, porque ella supone una obligación previa que no se ha cumplido.

En los hechos ilícitos se sostenía en forma casi invariable la ilicitud de este tipo de convenciones, por estimar que se trata de normas de orden público inderogables por las partes.
Pero hoy en día se discute esta tendencia, porque realmente el interés social está representado por la represión penal del hecho ilícito, pero la indemnización es un problema particular de la victima, que si la puede renunciar cuando el daño se ha producido, no se divisa razón para que no le sea posible hacerlo de antemano con algunas limitaciones.
Pero hay ciertas responsabilidades que no quedan liberadas de indemnización:

· si la ley lo ha expresamente dispuesto, como ocurre en materia del derecho del trabajo en que ciertos derechos son irrenunciables para los trabajadores.

· En caso de dolo o culpa grave. Porque no se puede condonar el dolo futuro, y si se pactan adolecen de objeto ilícito.
· El daño a las personas, ya que estas se encuentran al margen del comercio jurídico, y en consecuencia no se podría estipular la exención de responsabilidad por los daños que ellas sufran.

Todo esto, no es barrera para que una vez que se haya producido el daño, la victima pueda renunciar a su reparación, la transe, etc.; porque en estos casos no se condona el dolo futuro, sino que el ya ocurrido, ni se comercia con la personalidad humana, sino con un efecto pecuniario: la indemnización, que es netamente patrimonial.
C. La Capacidad Extracontractual.

La capacidad está sujeta a reglas especiales.
Erróneamente se suele denominar este requisito como de imputabilidad, pero esta supone que el hecho ilícito ha sido cometido por una persona, esto es, hay una acción u omisión culpable o dolosa de ella. Si no hay capacidad, desaparece la responsabilidad.
La regla general es la capacidad para responder por los hechos ilícitos.
Según el Art. 2319 sólo hay tres tipos de incapacidad.

Art. 2319. No son capaces de delito o cuasidelito los menores de siete años ni los dementes; pero serán responsables de los daños causados por ellos las personas a cuyo cargo estén, si pudiere imputárseles negligencia. 

Queda a la prudencia del juez determinar si el menor de dieciséis años ha cometido el delito o cuasidelito sin discernimiento; y en este caso se seguirá la regla del inciso anterior. 
1. los infantes, esto es lo menores de 7 años.
2. los dementes. Respecto a ellos se ha considerado que es responsable si ha actuado en un intervalo lucido, a diferencia de lo que ocurre en materia contractual, en que si se ha declarado la interdicción no se acepta dicha excepción.

3. los mayores de 7 y menores de 16, que pueden ser o no capaces según el inciso segundo.
En consecuencia la plena capacidad para los hechos ilícitos se adquiere a los 16 años, pero puede extenderse en el caso señalado hasta los 7 años.

Distinta es la situación en materia contractual y penal en que la mayoría de edad es a los 18 años; en materia penal entre los 16 y los 18 debe efectuarse el mismo discernimiento, pero este le corresponde al juez de menores, mientras que en la responsabilidad extracontractual este examen debe realizarlo el juez civil que conoce de la indemnización.
Responsabilidad del ebrio:

Art. 2318. El ebrio es responsable del daño causado por su delito o cuasidelito.
El legislador funda su responsabilidad en la culpabilidad por haberse colocado en tal estado, por lo mismo no está obligado a indemnizar su estado si fue involuntario y provocado por un tercero.
Responsabilidad del guardián del incapaz:

La palabra guardián se usa para designar a la persona que tiene a su cargo a otra o a una cosa y debe vigilarla, si no cumple este deber es responsable de los daños que ocasione esa persona o cosa, y su culpa consiste precisamente en haber faltado a dicha obligación.
Art. 2319 inc 1: …”pero serán responsables de los daños causados por ellos las personas a cuyo cargo estén, si pudiere imputárseles negligencia”. 
La victima debe probar la negligencia del guardián.
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	Hay un hecho ilícito, pero de otra persona que es capaz de producirlo, que también es responsable.

	El guardián responde por el hecho propio.
	Se responde por un hecho ilícito de otra persona: responsabilidad por el hecho ajeno.

	La victima debe probar la negligencia del guardián.
	Se presume la culpa del responsable por el hecho ajeno, y a este corresponderá probar la ausencia de culpa.

	El guardián soporta definitivamente la indemnización, no puede repetir contra el incapaz, pues este no ha cometido hecho ilícito.
	Hay derecho a cobrar la indemnización pagada al autor del daño.


Responsabilidad de las personas jurídicas:
Las personas jurídicas son plenamente responsables en materia extracontractual, su capacidad no es discutida, pero la trataremos más adelante.
D. Daño O Perjuicio.
Es un requisito indispensable de la responsabilidad extracontractual, que no persigue, como la penal, castigar, sino que repara el perjuicio sufrido. Aunque concurran todos los demás requisito, si no hay daño no habrá delito o cuasi delito civil.
En nuestra legislación daño y perjuicio son lo mismo, pero en otras daño es el daño emergente y el perjuicio el lucro cesante.
El daño o perjuicio es todo detrimento o menoscabo que sufre una persona en su patrimonio o en su persona física o moral.

Requisito del daño:

1. debe ser cierto: debe ser real, efectivo, tener existencia. Con esto se rechaza el daño eventual, meramente hipotético, que no se sabe si existirá o no. Pero en Francia se está aceptando una cierta categoría de daño eventual: la perdida de una probabilidad cierta. Pero que el daño sea cierto no elimina la indemnización del daño futuro, que no ha sucedido aún, con tal que sea cierto, esto es, que no quepa duda de que va a ocurrir. En el fondo el lucro cesante es siempre un daño futuro. Por ello no se discute la indemnización del daño futuro cierto. Pero por la razón señalada el daño futuro no es indemnizable, puesto que aun no se ha producido, si no es cierta su sobreviniencia. Pero cabe preguntarse si la posible victima puede accionar para impedir el daño que fundadamente teme. Si bien no será una acción indemnizatoria, creemos que cualquier persona puede recurrir al juez solicitándole que tome medidas de prevención cuando exista un daño que fundadamente se teme, y esto es mediante el recurso de protección.   

2. el daño no debe estar indemnizado: en principio no puede exigirse la indemnización de un daño ya reparado, en el caso de que sean varios los autores la obligación de pagar los daños es solidaria, pero una vez satisfecha  no se puede pedir la reparación a otro de los autores.  Se presenta en este punto el problema del “cúmulo de las indemnizaciones”, esto es, que la victima ha ya obtenido de un tercero ajeno al hecho ilícito una reparación total o parcial del daño sufrido. Este tercero podrá ser una compañía aseguradora o un organismo de seguridad social, así si tales beneficios, tienden a reparar el daño, este se extingue, ya no existe, y no puede exigirse nuevamente su reparación. El que ha pagado esta indemnización no podrá repetir contra el hechor, a menos que se le concedan las acciones correspondientes, o le ley se las otorgue.

3. el daño debe lesionar un derecho o interés legitimo: lo normal es que resulte lesionado por el hecho ilícito un derecho subjetivo, ya sea patrimonial o como el de dominio, o extrapatrimonial como el honor de la persona. Si causa del hecho ilícito la persona muere en ese instante nada transmite a sus herederos, porque nada ha alcanzado a adquirir. Pero si fallece posteriormente la facultad de pedir la indemnización de perjuicios se transmite a sus herederos. Sin embargo los que no son herederos de la victima pueden tener un perjuicio personal a consecuencia del fallecimiento de esta, y en tal caso, concurriendo los requisitos legales, habrá derecho a indemnización, pero no la cobran como herederos, sino que por el daño personal que experimentan. En esto se encuentran en igual situación que una persona que no es heredera de la víctima, y que el fallecimiento de esta lesiona un derecho, y por ello se le ha concedido indemnización al hermano del fallecido a quien este proporcionaba alimentos, a pesar de que no tenia derecho a herencia porque no era heredero, pero el hecho ilícito había vulnerado un derecho suyo: el de alimentos. Pero no sólo hay derecho a indemnización cuando se vulnera un derecho, sino también un interés legitimo; se exige sin embargo que el interés sea legitimo, licito, y por ello la doctrina niega en general que los concubinos puedan cobrar indemnización por los daños personales que les produzca el fallecimiento de su conviviente a causa de un hecho ilícito.
Clasificación de los daños:

Este tema tiene muchísima más trascendencia en materia contractual, porque en materia extracontractual el principio imperante es que se indemnizan todos los perjuicios. La única excepción son los perjuicios indirectos que nunca se indemnizan, pues le falta el requisito de la causalidad entre el hecho ilícito y el daño.
1. daño emergente y lucro cesante: el primero es el empobrecimiento real y efectivo que sufre el patrimonio de una persona, y el segundo la utilidad que deja de percibirse.  El código no dice expresamente como lo hace en materia contractual que ambos deben indemnizarse, pero así se entiende de la amplitud del Art. 2314 y 2329.
Art. 2314. El que ha cometido un delito o cuasidelito que ha inferido daño a otro, es obligado a la indemnización; sin perjuicio de la pena que le impongan las leyes por el delito o cuasidelito. 

Art. 2329. Por regla general todo daño que pueda imputarse a malicia o negligencia de otra persona, debe ser reparado por ésta. 

Y además porque el Art. 2331 hace la distinción perfectamente, por lo que si así no lo hubiese querido habría hecho la distinción también en las disposiciones generales.

Art. 2331. Las imputaciones injuriosas contra el honor o el crédito de una persona no dan derecho para demandar una indemnización pecuniaria, a menos de probarse daño emergente o lucro cesante, que pueda apreciarse en dinero; pero ni aun entonces tendrá lugar la indemnización pecuniaria, si se probare la verdad de la imputación. 
2. previstos e imprevistos: la distinción que es propia de la responsabilidad  contractual no cabe hacerla en esta materia, pues por las mismas razones anteriores debe concluirse que se indemnizan tanto los perjuicios que pudieron preverse como los imprevistos a la época de su comisión.
3. en las personas y en las cosas: el perjuicios pueden repercutir en las personas o en las cosas, igual a los casos anteriores, ambas de indemnizan, pues el código no distingue y así se refiere tanto al daño en las cosas como en las personas.
Art. 2315. Puede pedir esta indemnización no sólo el que es dueño o poseedor de la cosa que ha sufrido el daño, o su heredero, sino el usufructuario, el habitador o el usuario, si el daño irroga perjuicio a su derecho de usufructo o de habitación o uso. Puede también pedirla en otros casos el que tiene la cosa con obligación de responder de ella; pero sólo en ausencia del dueño. 

Art. 2329. Por regla general todo daño que pueda imputarse a malicia o negligencia de otra persona, debe ser reparado por ésta. 

Son especialmente obligados a esta reparación: 

1.- El que dispara imprudentemente un arma de fuego; 

2.- El que remueve las losas de una acequia o cañería en calle o camino, sin las precauciones necesarias para que no caigan los que por allí transitan de día o de noche; 

3.- El que, obligado a la construcción o reparación de un acueducto o puente que atraviesa un camino lo tiene en estado de causar daño a los que transitan por él. 

4. daño contingente: es el que aún no ha ocurrido pero que fundadamente se teme.
Art. 2333. Por regla general, se concede acción popular en todos los casos de daño contingente que por imprudencia o negligencia de alguien amenace a personas indeterminadas; pero si el daño amenazare solamente a personas determinadas, sólo alguna de éstas podrá intentar la acción. 

5. daño por repercusión o rebote: es el que sufre una persona a consecuencia del hecho ilícito experimentado por otra.

Daño material y moral:

La procedencia de la indemnización del daño moral, esta resuelto en materia extracontractual, no así en la contractual.
Así en materia extracontractual se indemnizan tanto el daño material como el moral.

Daño material es el que sufre una persona en su patrimonio o en su propia persona física. Y daño moral es el que afecta los atributos o facultades morales o espirituales de la persona. Es el dolor, pesar, angustia y molestias síquicas que sufre una persona en sus sentimientos a consecuencia del hecho ilícito, un hecho externo que afecta la integridad física o moral del individuo.
El daño moral puede presentarse unido a uno patrimonial, el que produce consecuencias pecuniarias;  o como daño moral puro.

El primer tipo de daño moral no ha suscitado problemas, sino que lo ha hecho el daño moral sin repercusiones patrimoniales.

Las razones que establecen la procedencia de la indemnización al daño moral en nuestro ordenamiento son: 

· las indemnizaciones pecuniarias tienden a hacer más llevadero el dolor, además es posible una reparación en especie.
· Los posibles abusos no pueden ser pretexto para negar este tipo de indemnización, por eso queda a prudencia del juez apreciar este daño.
· Porque las disposiciones que establecen la indemnización de perjuicios son amplias y no realizan ninguna distinción.
· Porque en el Art. 2331 el legislador negó expresamente la indemnización al daño moral proveniente de las injurias.
· La legislación posterior al código es confirmatoria: constitución, código penal, ley de abusos de publicidad, etc.

Indemnización del daño moral a las personas jurídicas: así como pueden causar daños, ellas también los pueden sufrir. Se dice que si el daño moral es una pena o dolor, difícilmente estas pueden sentirlo. Pero esto no obsta a que se haya establecido un tipo especial de daño moral para estas personas: el daño que sufre su prestigio, crédito, confianza, etc. este daño se está indemnizando en el derecho comparado, aunque obviamente con todas las precauciones del caso para evitar los abusos, esto es, tiene que haber relación de causalidad con el hecho ilícito y acreditarse efectivamente la perdida de prestigio, confianza, credibilidad, etc.
Determinación del daño:

La prueba del daño corresponde a la victima.

En el daño moral, basta probar en algunos casos sólo el parentesco de la victima con la persona que pretende la indemnización.
En los perjuicios materiales es siempre necesario para quien los cobra acreditarlos.
La determinación del monto del daño es una cuestión de hecho, pero la calificación del daño (eventual, indirecto, moral, etc.), es una cuestión de derecho.
E. La Relación De Causalidad.
Para que una persona quede obligada a indemnizar es necesario además que el daño sea por causa directa y necesaria del hecho del autor, de manera que sin este no se habría producido.

La ley no lo dice expresamente como en materia contractual, pero se infiere de distintas disposiciones y por la simple lógica: si la acción u omisión del demandado nada ha tenido que ver con el daño, no se ve a qué título tendría este que indemnizarlo.

La exigencia de este requisito conduce a la exclusión de los daños indirectos.
El daño indirecto:

Estos son los que se producen sin consecuencia del hecho ilícito. En este daño concurre el dolo o la culpa pero el daño no tiene relación con la actuación ilícita.
En el daño indirecto hay una falta total de relación entre el hecho ilícito y el perjuicio, y si la hubiera aunque sea mediata, como ocurre en los daños por repercusión, existe obligación de indemnizarlos.
Pluralidad de causas:

El daño puede ocurrir por la concurrencia de varias causas, y la ausencia de cualquiera de estas habría evitado el daño ocurrido.
	DAÑO INDIRECTO
	PLURALIDAD DE CAUSAS

	El hecho ilícito no influye en él.
	El daño no habría sucedido si no concurren cada una y todas las causas.

	El perjuicio se habría producido de todos modos.
	


Existen principalmente dos tendencias en la doctrina:

a) teoría de la equivalencia de las condiciones: todos los acontecimientos que han generado el daño y sin los cuales este no se habría producido, tienen igual equivalencia jurídica, y en consecuencia si entre ellos existen un hecho ilícito, su autor está obligado a la indemnización integra; y si son varios los hechos ilícitos que han generado el daño, todos los autores de ellos están obligados solidariamente a la indemnización, sin perjuicios de la distribución posterior de ella entre lo hechores. Esta doctrina, si bien beneficia a la victima, ha sido criticada porque puede llevar a extremos absurdos, pues una causa insignificante de entre las totales en donde hay causas determinantes, puede llevar a una indemnización.
b) Teoría de la causa eficiente, adecuada o determinante: entre todas las causas que concurren a la producción del daño debe elegirse aquella que normalmente ha de producirlo, o sea, es necesario preferir el acontecimiento que ha desempeñado el papel preponderante en la concurrencia del perjuicio. 
La legislación no tiene una solución total, sino que parcial para este problema. Así el Art. 2317 establece la solidaridad cuando son varios los autores.
Art. 2317. Si un delito o cuasidelito ha sido cometido por dos o más personas, cada una de ellas será solidariamente responsable de todo perjuicio procedente del mismo delito o cuasidelito, salvas las excepciones de los artículos 2323 y 2328. 

Todo fraude o dolo cometido por dos o más personas produce la acción solidaria del precedente inciso. 

El precepto no soluciona el problema cuando las distintas situaciones no constituyen un solo delito en que intervienen varios actores; pero la solución parece ser la misma.
En la responsabilidad indirecta o por el hecho ajeno, esta está fundada en igual idea: concurre al daño tanto la culpa de quien obró como de aquel que lo tenía a su cuidado y con su autoridad y vigilancia no impidió el hecho.
Civilmente se responde de todos los daños inmediatos como también de los mediatos o remotos que sean consecuencia necesaria del acto, pues a no mediar este no habrían ocurrido.
Intervención de una causa posterior al hecho:

Si el daño se debe a una causa posterior al hecho ilícito, falta la relación de causalidad, el daño es indirecto y no indemnizable.

Determinación de la causalidad:

Es un problema bastante relativo, y ninguna de las dos doctrinas da una solución aceptable íntegramente.

En un principio basta cualquier relación entre la actuación culpable o dolosa y el daño, salvo que ella normalmente sea inadecuada para producirlo.
Por regla general corresponderá al actor probar el vínculo de causalidad ya que es presupuesto de la obligación, salvo los casos en que la ley lo presuma, como ocurre en el Art. 2329.
Art. 2329. Por regla general todo daño que pueda imputarse a malicia o negligencia de otra persona, debe ser reparado por ésta. 

Son especialmente obligados a esta reparación: 

1.- El que dispara imprudentemente un arma de fuego; 

2.- El que remueve las losas de una acequia o cañería en calle o camino, sin las precauciones necesarias para que no caigan los que por allí transitan de día o de noche; 

3.- El que, obligado a la construcción o reparación de un acueducto o puente que atraviesa un camino lo tiene en estado de causar daño a los que transitan por él. 

La Corte Suprema ha considerado que es cuestión de hecho determinar la concurrencia del vínculo de causalidad, lo que parece erróneo.

III. Responsabilidad Por El Hecho Ajeno.

Es la responsabilidad contractual compleja o indirecta, como se le llamaba antiguamente, junto a la responsabilidad por el hecho de las cosas, en donde se incluyen a los animales; responde el que tiene a su cuidado a la persona o cosa, por presumir la ley que ha faltado a su deber de vigilancia.
La diferencia fundamental con la responsabilidad por el hecho propio es que esta no se presume y en cambio en la compleja hay presunciones de responsabilidad en contra del que deberá reparar el daño. De ahí que muchas autores llaman a este capitulo de las presunciones de responsabilidad.
También se le llama indirecta, porque no se indemniza el daño ocasionado directamente, sino por otra persona o cosa.

Se ha criticado la denominación “responsabilidad por el hecho ajeno” porque se dice que no se está respondiendo por el hecho de otro, sino que por la propia culpa de haber descuidado el deber de vigilancia. 

Pero la verdad es que el hecho ilícito es ajeno, y lo que ocurre es que en su comisión hay culpa también de otra persona que detenta deber de cuidado respecto del hechor. 

La responsabilidad por el hecho ajeno es la que deriva de los delitos y cuasi delitos de las personas capaces de cometerlos que se encuentran en la relación expresamente prevista en la ley respecto del responsable.
Esta responsabilidad es solamente civil y no penal, aunque el hecho ilícito de que se trate constituya delito o cuasi delito sancionado por la ley penal. La responsabilidad criminal es siempre personal. El que responde civilmente por el hecho ajeno puede figurar en el proceso criminal, constituyendo la figura del tercero civilmente responsable, pero que nada tiene que ver con la acción penal.

A. Fundamento de la responsabilidad por el hecho ajeno:

Se funda en la culpa que la ley presume en la persona que tiene a otra a su cuidado y abandona su vigilancia.

No se trata de responsabilidad objetiva, sin culpa, esta existe y por ella se responde y la negligencia es haber faltado al deber de cuidado.
Así el responsable por el hecho ajeno puede destruir la presunción, probando que por las circunstancias no le ha sido posible evitar el hecho.
Pero además esta responsabilidad por el hecho ajeno, se funda principalmente en que el que cometió el hecho ilícito, precisamente por depender de otro, será insolvente para responder por la indemnización. Se procura asegurar la indemnización de la victima.

B. Requisitos de la responsabilidad por el hecho ajeno:
1. un determinado vinculo entre el hechor y el responsable, que generalmente será de subordinación o dependencia: porque si el fundamento de ellas es una falta de vigilancia, es necesario que se tenga autoridad respecto de la persona por quien se responde. En los casos expresamente enumerados por la ley, se presume la existencia del vínculo de subordinación.
2. que el hechor y el responsable tengan capacidad extracontractual: si es incapaz quien cometió el hecho ilícito, tiene aplicación el Art. 2319 y responden únicamente los que tienen a su cuidado el incapaz, si pudiere imputárseles negligencia; es la gran diferencia que existe entre un caso y otro: la responsabilidad por el hecho ajeno no excluye la del hechor y se presume; en cambio tratándose de un incapaz, debe acreditarse la culpa del guardián. Y si el incapaz resulta ser la persona a quien se pretende responsabilizar por el hecho ajeno, el mismo Art. 2319 lo impedirá, ya que excluye de toda obligación de indemnización, tanto por el hecho propio como por el hecho ajeno o de las cosas. 
3. que el hechor haya cometido un hecho ilícito, concurriendo todos los requisitos propios de la responsabilidad extracontractual: la victima debe probar esto, a no ser que exista otro tipo de presunción legal, pero a falta de ella deberá acreditar todos los requisitos necesarios. La única diferencia es que establecido el hecho ilícito, esto es, probadas todas las circunstancias señaladas, la victima queda liberada de acreditar la culpa del tercero civilmente responsable: la culpa de este es la que se presume. Por tal razón se ha fallado que no hay responsabilidad de terceros si el hechor ha sido declarado absuelto por falta de culpa.
C. Casos de responsabilidad por el hecho ajeno:

Están en el Art. 2320, otros caben dentro de la regla general del inciso primero de este artículo y también están algunos establecidos fuera del código.

Art. 2320. Toda persona es responsable no sólo de sus propias acciones, sino del hecho de aquellos que estuvieren a su cuidado. 

Así el padre, y a falta de éste la madre, es responsable del hecho de los hijos menores que habiten en la misma casa. 

Así el tutor o curador es responsable de la conducta del pupilo que vive bajo su dependencia y cuidado. 

Así los jefes de colegios y escuelas responden del hecho de los discípulos, mientras están bajo su cuidado; y los artesanos y empresarios del hecho de sus aprendices o dependientes, en el mismo caso. 

Pero cesará la obligación de esas personas si con la autoridad y el cuidado que su respectiva calidad les confiere y prescribe, no hubieren podido impedir el hecho. 

1. responsabilidad del padre o madre por sus hijos menores que habiten con ellos:

Es necesario que se cumplan las siguientes circunstancias:
· afecta al padre y a falta de él a la madre: da lo mismo que la filiación sea adoptiva, matrimonial o no. La responsabilidad es en primer lugar del padre. Pero el precepto es anticuado, pero en definitiva si es la madre la que tiene el cuidado personal del hijo menor, será ella la responsable. El precepto no señala cuando se entiende faltar el padre para los efectos de la responsabilidad de la madre, pero creemos que se deben aplicar los arts 109 y 110.
· Debe tratarse de hijos menores de 18 años: en el caso del Art. 251, si el hijo sujeto a patria potestad comete un hecho ilícito en la administración de su patrimonio profesional no responderán los padres, porque el hijo se mirará como mayor de edad. Por otro lado la emancipación pone término a la patria potestad y no al cuidado de los hijos, y en consecuencia, no elimina la responsabilidad por los hechos ilícitos de ellos, a menos que lleve consigo también la perdida de su tuición.
· El hijo debe habitar la misma casa que sus padres: pues así podrán ejercer la vigilancia necesaria, de ahí que en principio los padres no responden de los hechos ilícitos de los hijos que no viven con ellos, salvo el caso de excepción del Art. 2321. Si los padres son separados y la tuición del hijo menor será otorgada a ella como es la regla general, ella responderá de esta responsabilidad.
· Que el padre o la madre, con la autoridad y cuidado que su calidad les confiere, no haya podido impedir el hecho
Los tres primeros requisitos los debe probar le demandante, el último se presume, y toca a los padres acreditar que no pudieron impedir el hecho ilícito, prueba que no se les acepta en el caso del Art. 2321:
Art. 2321. Los padres serán siempre responsables de los delitos o cuasidelitos cometidos por sus hijos menores, y que conocidamente provengan de mala educación, o de los hábitos viciosos que les han dejado adquirir. 

Como la disposición dice “siempre”, se concluye que es una presunción de derecho; de manera que probado el hecho ilícito y que el proviene conocidamente, esto es, notoriamente de alguna de las circunstancias señaladas, nada obtendrían los padres con probar que no se reúnen los requisitos anteriores, aunque el hijo menor no viva con los padres.

2. responsabilidad del guardador por el pupilo:
Corresponde esta responsabilidad al:
· tutor por los hechos del impúber mayor de 7 años que ha obrado con discernimiento.

· Curadores generales por los hechos del menor adulto que sea menor de 18 pero siempre que teniendo menos de 16 haya obrado con discernimiento, del disipador y del sordomudo que no se puede dar a entender claramente. No del demente, dada la incapacidad extracontractual de este.
El guardador del incapaz sólo responderá si se le prueba negligencia, según el Art. 2319.
La ley no exige que el pupilo viva en la misma casa del guardador, basta que lo haga bajo su dependencia y cuidado, por ello no puede aplicarse a los curadores adjuntos, de bienes y especiales; que no tienen a su cuidado al pupilo.
El tutor o curador se libera de responsabilidad probando que con la autoridad y vigilancia que su cargo le confiere no ha podido impedir el hecho.

3. responsabilidad de los jefes de escuelas y colegios por sus discípulos:
La responsabilidad afecta al jefe o quien ejerza el cargo equivalente por lo hechos ilícitos de sus discípulos mayores o menores de edad; y sólo subsiste mientras los tenga a su cuidado, mientras permanezcan en el establecimiento o bajo su control.
Se libera de responsabilidad probando que con la autoridad y vigilancia que su cargo le confiere no ha podido impedir el hecho.
4. responsabilidad de los patrones o empleadores por los hechos de sus dependientes:
Por los hechos que ejecuten sus trabajadores en el ejercicio de sus funciones.
Mucho se ha discutido sobre el fundamento de esta responsabilidad:
· Culpa in eligendo: por la negligencia en la selección de su personal.

· Culpa in vigilando: porque se ha descuidado la vigilancia. 

· Objetiva: el empresario crea un riesgo con su actividad que realiza a través de sus trabajadores, siendo lógico que responda por los hechos ilícitos de sus trabajadores cometidos en sus funciones.
En nuestra legislación debemos fundarnos en uno de los dos primeros, porque el empleador puede eximirse de responsabilidad probando su falta de culpa.

Nuestro código posee tres disposiciones relacionadas, de redacción no muy afortunada, aunque justificable por la época. Estas son:
a) los artesanos por el hecho de sus aprendices, mientras están bajo su cuidado: son artesanos los que ejercitan algún arte u oficio, sin maquinarias complejas y en pequeña escala; y aprendiz es el que está adquiriendo bajo su dirección el mismo arte u oficio. Esta responsabilidad subsiste mientras el aprendiz esté bajo vigilancia del artesano. Es indiferente que el aprendiz sea menor o mayor de edad y que esté unido al artesano por un contrato de trabajo o no, esta responsabilidad se funda más en un vínculo patriarcal que laboral. Se libera de la obligación probando que con la autoridad y vigilancia que su cargo le confiere no ha podido impedir el hecho.

b) Empresarios por el hecho de sus dependientes mientras estén a su cuidado: debe entenderse por empresario a todo empleador y por dependiente a todo trabajador suyo, cualesquiera que sean las condiciones en que presten sus servicios. La única condición es que se encuentren al cuidado del empleador, y esto se ha entendido que es así mientras presten sus servicios o desempeñen las funciones encomendadas. El empresario se exime de su responsabilidad probando que con la autoridad y vigilancia que su cargo le confiere no ha podido impedir el hecho.

c) Los amos por sus criados y sirvientes: Art. 2322, los criados y sirvientes son los empleados domésticos, sin embargo la jurisprudencia ha interpretado el precepto en forma amplia aplicándolo a toda clase de obreros e incluso empleados. El empleador responde por los hechos aunque no se hayan ejecutado a su vista. La exención de responsabilidad es distinta si se probare que las funciones las han ejercido de un modo impropio que los amos no tenían medio de prever o impedir empleando el cuidado ordinario y la autoridad competente.
La conclusión es que en nuestra legislación la responsabilidad de todo empleador es ampliamente aceptada por la doctrina y la jurisprudencia; ello mientras los dependientes se encuentren en el ejercicio de sus funciones y las realicen del modo que es propio, aun cuando las efectúen fuera del recinto de la empresa, como conductores de vehículos, etc.

5. otros casos de personas a cuidado de terceros:
La enumeración del Art. 2320 no es limitativa. Por ello el precepto se aplicará cuando una persona tenga a otra a su cuidado, debiendo así probarlo la victima.

Naturalmente que no se podrá asilar la victima en la regla general para eludir alguno de los requisitos del precepto en los casos específicos señalados, por ejemplo, si el hijo no vive con su padre, y tampoco cabe aplicar el Art. 2321. 
D. Efectos De La Responsabilidad Por El Hecho Ajeno.
1. la presunción de responsabilidad por el hecho ajeno es legal: la responsabilidad por el hecho ajeno se funda en la concepción de que ha habido un descuido, una culpa por falta de vigilancia en la persona que tiene autoridad sobre otra, y por ello se presume su responsabilidad, presunción que de ordinario es meramente legal. La victima no tiene que probarle culpa al tercero civilmente responsable, sino que este debe acreditar que no la tiene. En el código esta regla tiene dos excepciones:
· Art. 2322 inc 2 respecto a la responsabilidad de los amos por el hecho de sus criados y sirvientes en que la prueba de exención varía ligeramente, y
· La del Art. 2321 respecto de los padres por los hechos de sus hijos menores provenientes de la mala educación o hábitos viciosos.

2. la responsabilidad por el hecho ajeno no excluye la del hechor: el hechor ha cometido un acto ilícito y es plenamente capaz. En consecuencia queda comprendido en las disposiciones generales, siempre que no haya precepto legal que la excluya. Así la responsabilidad del guardián sólo extingue la del hechor cuando aquel paga la indemnización. La victima si no ha percibido la indemnización del responsable podrá cobrarla al hechor, pero no será lo normal ya que generalmente este será insolvente. No puede eso si demandar a ambos, porque la ley no establece solidaridad. Tampoco podrá acumular las responsabilidades por el hecho ajeno provenientes de diferentes causales, como si por ejemplo el hijo menor que vive con sus padres comete un hecho ilícito mientras está en el colegio. No hay inconveniente para que la victima demande al responsable de acuerdo al derecho común, por ejemplo, por no reunirse les requisitos legales, como si el hijo menor no vive con su padre y el hecho ilícito no deriva de su mala educación o hábitos viciosos, pero en tal caso deberá probarle su culpa al padre según las reglas generales.
3. derecho a repetir del responsable que ha pagado la indemnización contra el hechor: 

Art. 2325. Las personas obligadas a la reparación de los daños causados por las que de ellas depende, tendrán derecho para ser indemnizadas sobre los bienes de éstas, si los hubiere, y si el que perpetró el daño lo hizo sin orden de la persona a quien debía obediencia, y era capaz de delito o cuasidelito, según el artículo 2319. 

En consecuencia para que exista derecho a repetir, deben concurrir las siguientes circunstancias:

· El acto ilícito debe haber sido cometido por una persona capaz.

· El responsable debe haber pagado la indemnización. En caso contrario no tendría que repetir, el fundamento de esta disposición es evitar el enriquecimiento sin causa.
· Es preciso que el acto se haya ejecutado sin orden de la persona que pretende repetir. Si el autor del hecho ilícito debe obediencia al responsable es posible que haya actuado por orden suya, en tal caso se le niega a esta la posibilidad de repetir.

· El hechor debe tener bienes. Ello es común a toda obligación que para cobrarse si el deudor no la paga voluntariamente, debe ejecutarse en su patrimonio, pero al legislador le merece dudas el derecho de repetición que consagra, porque uno de los fundamentos de la responsabilidad por el hecho ajeno es la probable insolvencia del hechor. 
IV. Responsabilidad Por El Hecho De Las Cosas.
Es otro caso de responsabilidad indirecta o compleja, o de presunción de culpa.

En estos hechos ilícitos interviene una cosa u objeto que:

· causa el daño por si mismo, si tiene independencia total del hombre para accionar, como por ejemplo los animales, o

· funciona con la colaboración del hombre, como un vehiculo; o

· sólo funciona si el ser humano hace uso de ella, como un objeto que se utilice como arma.

Respecto de este último caso, no hay duda alguna de que se trata del hecho del hombre que hace uso de la cosa; el problema de la responsabilidad por el hecho de las cosas sólo puede presentarse cuando ellas actúan con independencia de la acción del hombre por la sola fuerza de la naturaleza, o con la intervención de este. 
En ambos casos la responsabilidad se fundará en la falta de vigilancia del propietario que tiene la cosa a su cuidado, o se sirve de ella, en esto consiste su culpa, la que se presume, facilitándose así la prueba del acto ilícito a la victima. El guardián de la cosa, o quien la utiliza debe mantenerla en condiciones de no causar daño a terceros o accionarla con la prudencia necesaria a fin de obtener el mismo resultado, si la cosa ocasiona un daño, la ley presume la culpa, o sea, que se ha faltado a dicha obligación.
Hoy en día principalmente se ha introducido la noción de la cosa peligrosa, o sea, aquella que por su propia naturaleza está mayormente expuesta a provocar accidentes; se presume su responsabilidad y de ella puede eximirse únicamente probando haber adoptado todas las medidas idóneas para evitar el daño. 
En nuestra legislación, el código civil se limita a la presunción de tres casos: 
· los daños cometidos por animales, 

· los ocasionados por la ruina de edificios, y

· los producidos por objetos que caen de los edificios.

En estos casos la cosa causa daño sin intervención de la mano del hombre, fundándose la presunción de responsabilidad en la ausencia de vigilancia o conservación de ella.
1. responsabilidad por el hecho de los animales:

Art. 2326. El dueño de un animal es responsable de los daños causados por el mismo animal, aun después que se haya soltado o extraviado; salvo que la soltura, extravío o daño no pueda imputarse a culpa del dueño o del dependiente encargado de la guarda o servicio del animal. 

Lo que se dice del dueño se aplica a toda persona que se sirva de un animal ajeno; salva su acción contra el dueño, si el daño ha sobrevenido por una calidad o vicio del animal, que el dueño con mediano cuidado o prudencia debió conocer o prever, y de que no le dio conocimiento. 
Se establece la responsabilidad del dueño y del que se sirve del animal ajeno por el daño causado por este, aun después de que se haya soltado o extraviado; esta presunción se funda en el deber de vigilancia de estas personas a fin de evitar que el animal cause daño a otros. Si este se ocasiona, se presume la responsabilidad, y al dueño o al que se sirve de la cosa corresponderá probar la ausencia de culpa, probanza que en ciertos casos ni siquiera se admite, Art. 2327.

Art. 2327. El daño causado por un animal fiero, de que no se reporta utilidad para la guarda o servicio de un predio, será siempre imputable al que lo tenga, y si alegare que no le fue posible evitar el daño, no será oído. 
En nuestro derecho sólo existe hecho del animal cuando el daño es ocasionado por este “mismo”; si es manejado por el hombre y mientras este mantenga su control hay hecho humano y no del animal, y en consecuencia, no existe, como ocurre en Francia, presunción de responsabilidad.
Según lo señalado esta responsabilidad puede recaer en dos personas:

a) El dueño del animal: 

Art. 2326 inc 1; este se exime de responsabilidad probando que la soltura, extravío o daño no se debió a su culpa, porque ello destruye la base de la presunción. Dentro de la culpa del dueño se incluye la del dependiente encargado de la custodia o servicio del animal, y en tal caso se presenta una doble responsabilidad indirecta: por el hecho ajeno y de la cosa (dependiente y el animal). El dueño deberá eximirse de ambas probando la falta de culpa del dependiente. Esta prueba no se le permite en el caso contemplado en el Art. 2327, del daño causado por un animal fiero del que no reporta utilidad.
b) El que se sirve de un animal ajeno:

Art. 2326 inc 2; se siguen las mismas reglas anteriores: se presume la responsabilidad y ella solamente se extingue probando el que se servía del animal que la soltura, extravío o daño no se deben a su culpa ni a los dependientes encargados de la guarda o del servicio del animal, no admitiéndose semejante probanza en el caso del animal fiero que no presta utilidad.
La única variante es que el precepto deja a salvo la acción de quien se sirve de un animal ajeno, para repetir contra el dueño, en conclusión, tiene acción de repetición contra el dueño, pero debe probarle su culpa en la forma señalada en el precepto.

Aquí no se establece una doble responsabilidad ante la victima, esta sólo puede dirigirse contra el que usaba el animal ajeno, y este quien, pagada la indemnización, podrá hacerlo contra el dueño por la culpa por omisión del propietario hacia él, y que lo colocó en situación de causar daños a terceros.
La presunción del Art. 2327, abarca a todo el que tenga al animal, sea como dueño o a cualquier título o motivo. El único requisito es que se trate de una fiera que no preste utilidad a la gurda a servicio del predio. 

Si no se admite prueba de ausencia de culpa, podría pensarse que se trata de un caso de aplicación de la teoría del riesgo, pero en verdad lo que ocurre es que se niega toda posible exención al que tiene un animal fiero, porque su imprudencia y negligencia son tan ostensibles que el legislador las considera indiscutibles. Pero si el fundamento es la culpa, y hemos dicho, que las presunciones de derecho producen efectos muy semejantes a la responsabilidad objetiva, porque no se discute la culpa; en las primeras ella se da por descontada; en la doctrina del riesgo no se toma en cuenta.  
2. responsabilidad por ruina de un edificio.
La palabra edificio comprende toda construcción que adhiere al suelo en forma permanente.

La palabra ruina no implica necesariamente la integra destrucción de la obra, la hay cuando una parte cualquiera del edificio, adherida al mismo, sufre un deterioro que causa daños a terceros. 

Esta responsabilidad corresponde al propietario si ha omitido las reparaciones necesarias o ha faltado de alguna u otra manera  al cuidado de un buen padre de familia. Al propietario le corresponde la obligación de mantener el edificio en buenas condiciones, y de ahí que se presuma su responsabilidad. 
a) Responsabilidad del propietario.

Art. 2323. El dueño de un edificio es responsable a terceros (que no se hallen en el caso del artículo 934), de los daños que ocasione su ruina acaecida por haber omitido las necesarias reparaciones, o por haber faltado de otra manera al cuidado de un buen padre de familia. 

Si el edificio perteneciere a dos o más personas pro indiviso, se dividirá entre ellas la indemnización a prorrata de sus cuotas de dominio. 

Art. 934. Si notificada la querella, cayere el edificio por efecto de su mala condición, se indemnizará de todo perjuicio a los vecinos; pero si cayere por caso fortuito, como avenida, rayo o terremoto, no habrá lugar a indemnización; a menos de probarse que el caso fortuito, sin el mal estado del edificio, no lo hubiera derribado. 

No habrá lugar a indemnización, si no hubiere precedido notificación de la querella. 

El inciso 2 del Art. 2323 es una excepción a la norma general del Art. 2317, que establece la responsabilidad solidaria entre los coautores de un mismo hecho ilícito.
b) Daños provenientes de vicios de la construcción.
Art. 2324. Si el daño causado por la ruina de un edificio proviniere de un vicio de construcción, tendrá lugar la responsabilidad prescrita en la regla 3  del artículo 2003. 
Art. 2003. Los contratos para construcción de edificios, celebrados con un empresario, que se encarga de toda la obra por un precio único prefijado, se sujetan además a las reglas siguientes: 

3.) Si el edificio perece o amenaza ruina, en todo o parte, en los cinco años subsiguientes a su entrega, por vicio de la construcción, o por vicio del suelo que el empresario o las personas empleadas por él hayan debido conocer en razón de su oficio, o por vicio de los materiales, será responsable el empresario; si los materiales han sido suministrados por el dueño, no habrá lugar a la responsabilidad del empresario, sino en conformidad al artículo 2000, inciso final. 

En consecuencia el constructor responde tanto al propietario como a los terceros por la ruina del edificio proveniente de un vicio de construcción, siempre que se reúnan las siguientes condiciones.

· que la ruina total o parcial del edificio ocurra dentro de los 5 años subsiguientes a la entrega, y

· que ella se deba: a vicios de la construcción, a vicios del suelo que el empresario o las personas empleadas por él han debido conocer en razón de su oficio, a vicios de los materiales suministrados por el empresarios, o a vicios de los materiales suministrados por el dueño, siempre que sean de aquellos que el empresario por su oficio ha debido conocer o conociéndolos no dio aviso oportuno. 

Art. 2004. Las reglas 3, 4 y 5 del precedente artículo, se extienden a los que se encargan de la construcción de un edificio en calidad de arquitectos. 

3. daño causado por una cosa que cae o se arroja de la parte superior de un edificio.
Art. 2328. El daño causado por una cosa que cae o se arroja de la parte superior de un edificio, es imputable a todas las personas que habitan la misma parte del edificio, y la indemnización se dividirá entre todas ellas; a menos que se pruebe que el hecho se debe a la culpa o mala intención de alguna persona exclusivamente, en cuyo caso será responsable esta sola. 

Si hubiere alguna cosa que, de la parte superior de un edificio o de otro paraje elevado, amenace caída y daño, podrá ser obligado a removerla el dueño del edificio o del sitio, o su inquilino, o la persona a quien perteneciere la cosa o que se sirviere de ella; y cualquiera del pueblo tendrá derecho para pedir la remoción. 

La cosa que se arroja o cae del edificio no debe formar parte de este, estar adherida al mismo, porque en tal caso estaríamos frente a la ruina de un edificio, de la cual responde el dueño, según vimos.

Se hace responsable a todas las personas que habitan la parte del edificio de donde provino el objeto, salvo que se pruebe culpa o dolo de una sola de ellas, quien deberá integra la indemnización.

Nuevamente hay una excepción a la solidaridad del Art. 1217, ya que la indemnización se divide entre los que habitan la parte correspondiente del edificio. 

Esta responsabilidad se funda en la manifiesta negligencia del que arroja un objeto a la calle.

El inc 2 del artículo 2328 otorga acción popular para solicitar la remoción de cualquier objeto que amenace caída o daño.
V. Juicio Indemnizatorio Y Reparación Del Daño.

Concurriendo los requisitos antes señalados, nace para el autor de un hecho ilícito la obligación de indemnizar al daño ocasionado.
La victima y el autor pueden componer extrajudicialmente la indemnización, pero si ello no es posible, debe concurrir a un tribunal.

Las características de la acción indemnizatoria son:
· es una acción personal, pues corresponde ejercerla contra el responsable del daño.

· Es siempre mueble, pues normalmente persigue el pago de una suma de dinero, y en ciertos casos la ejecución de un hecho, y según el Art. 581 los hechos que se deben se reputan muebles.
· Es patrimonial, por lo tanto: 
a) es renunciable, Art. 12.

b) Es transigible.

Art. 2449. La transacción puede recaer sobre la acción civil que nace de un delito; pero sin perjuicio de la acción criminal. 
c) Es cedible.
d) Es prescriptible.

Art. 2332. Las acciones que concede este título por daño o dolo, prescriben en cuatro años contados desde la perpetración del acto. 

Este plazo sólo se refiere a la acción de indemnización que nace del delito o cuasi delito civil, y no a otras acciones que pueden corresponder a la victima, como la reivindicatoria; y es sin perjuicio de los plazos señalados en leyes especiales.
Es requisito de la indemnización la existencia del daño. Antes de que este se produzca, la victima nada puede demandar, pues no ha sufrido prejuicio. Al hablar de perpetración del acto, el código se está refiriendo a este concepto que incluye el daño.
Esta prescripción es de corto tiempo, por lo cual no se suspende, y se interrumpe naturalmente por reconocer el deudor expresa o tácitamente su obligación y civilmente por la demanda judicial. 
La acción de indemnización corresponde a la victima, sus herederos o cesionarios. Para apreciar un poco más es necesario distinguir:

· Daño en las personas: normalmente corresponde al sujeto que sufre el daño; pero este daño puede repercutir en otras personas, quienes también pueden demandar los daños. Estas personas pueden ser a su vez, herederos de la victima, pero aun cuando esta fallezca no cobran sus perjuicios personales, como tales, sino que título propio. Si la víctima fallece instantáneamente a consecuencia del hecho ilícito, nada transmite, y en consecuencia sólo están legitimados para demandar perjuicios quienes los sufran personalmente.
· Daño en las cosas: según el Art. 2315 la acción pertenece al dueño, al poseedor e incluso al mero tenedor, pero este último sólo en ausencia del dueño; y finalmente los herederos de todas estas personas.
· Acción popular: así lo señala el Art. 2333 y 2334.
La acción de indemnización de perjuicios se dirigirá contra todo aquel que responde del daño:

· En contra del autor del mismo, se comprende como autor al cómplice pero no al encubridor. Si los autores son varios se aplica el Art. 2317, la regla de la solidaridad, salvas las excepciones de los arts 2323 y 2328.
· Responsabilidad del hecho ajeno: la acción se intenta contra la persona que responde del hecho ajeno.
· El que recibe provecho del dolo ajeno: Art. 2316. Esta responsabilidad se limita al caso de dolo, no de culpa, o sea, tiene lugar únicamente en el caso de delitos, no de cuasi delitos.

· Los herederos: porque la obligación de indemnizar es transmisible.
VI. Relaciones De Las Responsabilidades Contractual Y Extracontractual.
1. Diferencias Entre Ambas Responsabilidades:
	Responsabilidad Contractual

	Responsabilidad Extracontractual


	En cuanto a su generación
	Supone la existencia de un vínculo jurídico previo, de una obligación que no se cumple, o que se cumple tardía o imperfectamente.
	El hecho ilícito es el que da el nacimiento a la obligación, que antes de él no existía.  

	La capacidad
	Son incapaces los menores de edad, los dementes los disipadores interdictos y los sordomudos que no se pueden a dar entender claramente. Las incapacidades contractuales son más amplias.
	Sólo son incapaces del delito o cuasidelito los dementes, los menores de 7 años, y los que están entre los 7 y 16 años cuando han obrado sin discernimiento.

	Dolo o culpa
	El dolo es una agravante de responsabilidad. La culpa admite graduación y se presume. 
	Producen los mismos efectos. La culpa debe probarla la victima, salvo en los casos en que se presume y no admite grados.

	Perjuicios indemnizables
	Comprende sólo los perjuicios patrimoniales. Se responde de los perjuicios imprevistos sólo cuando existió dolo o si así se pactó. Se responde de los perjuicios indirectos sólo cuando así se estipuló. 
	Es más amplia en cuanto a su apreciación, y a lo que encierra: perjuicios patrimoniales y morales. Se responde siempre de los perjuicios imprevistos. Nunca se responde de los perjuicios indirectos ya que no implican relación de causalidad.

	Mora
	Para que se deban los perjuicios se requiere colocar al deudor en mora.
	La obligación de indemnizar nace cuando se produce el hecho ilícito dañoso. 

	Pluralidad de deudores
	La obligación de indemnizar es por regla general simplemente conjunta, salvo casos de excepción, principalmente por dolo o culpa grave.
	Los autores del hecho ilícito responden solidariamente. Art. 2317.

	Prescripción.
	Es de largo tiempo: 5 años desde que se hizo exigible. Por lo que se puede suspender e interrumpir. Sin perjuicio de las excepciones.
	Es de corto plazo: 4 años desde la perpetración del hecho. No se suspende, solo interrumpe. Sin perjuicio de las excepciones.


Sobre la base de la distinción romana de las fuentes de las obligaciones, recogida en el artículo 1437 del Código Civil, el estudio de la responsabilidad civil ha sido dividido históricamente en dos grandes estatutos: la responsabilidad contractual y la responsabilidad extracontractual. Según la opinión mayoritaria, ambos pertenecen a esferas distintas; así, mientras la responsabilidad contractual se origina en el incumplimiento de un contrato, la segunda tiene su fuente en un hecho que ocasiona un daño, sin que exista un vínculo previo entre el autor de ese daño y la víctima. Por ello, tradicionalmente se ha sostenido que la responsabilidad contractual es de segundo grado, y la responsabilidad extracontractual de primer grado u originaria.

Sin embargo, esta distinción no siempre ha sido aceptada. Con especial énfasis a mediados del siglo veinte, parte de la doctrina comparada se ha manifestado a favor de un tratamiento único de los dos estatutos de la responsabilidad civil, basándose para ello, entre otros fundamentos, en el rol cada vez más disminuido de la voluntad de las partes en la contratación moderna, crecientemente reemplazada por los deberes generales impuestos por los usos, la costumbre, la prudencia o la propia ley, llegando en algunos casos a afirmarse que no existe contratación propiamente tal, sino un conjunto de deberes de conducta establecidos por la ley. De ello resulta que los efectos del contrato no serían sustancialmente diversos de los que genera la comisión de un ilícito, lo que en definitiva haría improcedente la distinción entre ambos estatutos.

A pesar de estas críticas, en el derecho moderno subsiste la división tradicional entre los estatutos de la responsabilidad civil. En los párrafos siguientes se analizarán sus principales diferencias, utilizando como referencia el texto de Arturo Alessandri. 

I. Diferencias entre ambos estatutos de responsabilidad

Capacidad. La primera diferencia tratada por la doctrina en relación con los estatutos de la responsabilidad civil es la capacidad. Como se ha expuesto en otra parte de este curso, la capacidad delictual civil es más amplia que la capacidad contractual. En efecto, mientras en materia extracontractual son absolutamente capaces los mayores de 16 años, y los menores entre 7 y 16 años que hayan actuado con discernimiento (circunstancia que se presume), la plena capacidad contractual o negocial se adquiere sólo a los 18 años, sin perjuicio de la capacidad que poseen los menores adultos para actuar autorizado por su representante legal (artículo 1447 del Código Civil), y de la capacidad especial del hijo de familia que ejerce una profesión, industria o empleo (artículos 243 N°1 y 253 y ss. del Código Civil). En opinión de Alessandri, esta diferencia se justifica porque “el hombre adquiere la noción del bien y del mal mucho antes que la madurez y la experiencia necesarias para actuar en la vida de los negocios”.

Graduación de la culpa. En segundo término, la doctrina y cierta jurisprudencia tradicionalmente han sostenido que la graduación de la culpa en lata, leve y levísima, del artículo 44 del Código Civil sólo sería aplicable en materia contractual. Según esta opinión, en materia extracontractual se respondería entonces de toda culpa, inclusive de culpa levísima. 

Mora. Para que proceda la indemnización de perjuicios en materia contractual, se requiere, entre otras cosas, que el deudor se encuentre en mora de cumplir la obligación, salvo que se trate de una obligación de no hacer, en cuyo caso basta la mera contravención (artículo 1557 del Código Civil). En materia extracontractual, en cambio, este requisito no recibe aplicación, pues el autor del daño tiene la obligación de indemnizar desde el momento mismo en que incurre en el ilícito. En opinión de Alessandri, apoyándose en cierta jurisprudencia de la época, el deudor en este caso queda constituido en mora de pleno derecho.

Esta distinción dio lugar a que cierta jurisprudencia sostuviera en el pasado que tratándose de responsabilidad extracontractual los intereses sobre el monto de la indemnización deben aplicarse sólo desde el momento en que el autor del daño está en mora, y que ésta sólo se producía con la notificación de la demanda.

Extensión de la reparación. Una de las principales diferencias que se han planteado tradicionalmente entre la responsabilidad contractual y extracontractual es aquella de la naturaleza de los perjuicios que resultan indemnizables en uno y otro caso, a partir de lo dispuesto en el artículo 1558 del Código Civil. Según la opinión de Alessandri y cierta jurisprudencia, dicho artículo sólo sería aplicable en materia contractual, mientras que en materia de responsabilidad extracontractual, el principio de que la reparación debe comprender todo daño (artículos 2314, 2320 y 2329 del Código Civil), obligaría a indemnizar incluso los perjuicios imprevistos. 

Pluralidad de obligados. La regla general en materia contractual es que habiéndose contraído por muchas personas una obligación de cosa divisible, sus obligaciones se entienden simplemente conjuntas (artículo 1511 del Código Civil). Tratándose de la obligación indemnizatoria que emana del daño, en cambio, la regla es precisamente la inversa: existiendo varios obligados al pago de la indemnización, la responsabilidad entre ellos es solidaria (artículo 2317).

Prescripción. El plazo de prescripción también varía tratándose de un estatuto u otro de responsabilidad civil. Mientras en materia contractual la prescripción extintiva ordinaria es de 5 años contados desde que la obligación se haya hecho exigible (artículo 2515 del Código Civil), las acciones que concede el Título XXXV prescriben en el plazo de 4 años contados desde la perpetración del acto (artículo 2332).

Peso de la prueba de la culpa. Finalmente, en virtud de lo dispuesto en el artículo 1547 del Código Civil, el incumplimiento de la obligación contractual se presume culpable. En materia extracontractual en cambio, el artículo 1698 obliga a probar la culpa a quien la alega, esto es, a quien demanda la indemnización, salvo en cuanto el demandante pueda beneficiarse de alguna de las presunciones de culpabilidad que contempla el Título XXXV. 

II. Análisis crítico de las diferencias entre responsabilidad contractual y extracontractual

Fuente. Si bien el texto de Alessandri no contiene una referencia explícita a las distintas fuentes de las que emana uno y otro tipo de responsabilidad, esta materia se encuentra implícita en la distinción entre responsabilidad contractual y extracontractual, por lo que resulte necesario referirse a ella. 

Como se ha dicho al comienzo de este curso, la responsabilidad contractual tiene un carácter secundario: la obligación originaria consiste en cumplir lo pactado; la obligación de indemnizar surge sólo una vez que el deudor ha incumplido la obligación contractual o de primer grado, como una de las acciones judiciales que la ley confiere al acreedor para hacer frente al incumplimiento. Por eso, la responsabilidad contractual se traduce en una obligación de segundo grado, consistente en indemnizar los perjuicios ocasionados al acreedor, cuyo fundamento es precisamente el incumplimiento de la obligación principal o de primer grado.

En materia extracontractual, en cambio, la responsabilidad por culpa no supone la existencia de tal vínculo obligatorio previo, y su antecedente se encuentra en los deberes de cuidados generales y recíprocos que las personas deben observar en sus encuentros espontáneos. En consecuencia, la obligación indemnizatoria tiene en esta sede un carácter originario, cuyo antecedente es el daño ocasionado infringiendo alguno de esos deberes de conducta. Análogamente, en casos de responsabilidad estricta tampoco existe vínculo obligatorio preexistente: la relación obligatoria nace cuando se ha causado el daño.

Esta marcada distinción entre los estatutos de la responsabilidad civil tiende a disiparse en las relaciones contractuales modernas, donde la voluntad de las partes en la determinación del contenido obligatorio es crecientemente reemplazada por reglas implícitas establecidas por las prácticas, los usos y la propia ley (como ocurre con el transporte de pasajeros, por ejemplo). De este modo, aunque en el origen la relación contractual siga siendo un acto voluntario, la definición del contenido de esa relación obligatoria queda cada vez más entregada a un ámbito ajeno a esa voluntad. Por ello, parte de la crítica a la doctrina tradicional del contrato asume que en la determinación de estos deberes implícitos no existe diferencia substancial con la responsabilidad extracontractual.

Distinto parece ser el caso de las condiciones generales de contratación incorporada a ciertos contratos (como el seguro o el crédito), redactada unilateralmente por la parte que ofrece el bien o servicio sin que el consumidor tenga la posibilidad de discutir su contenido. Si estas condiciones son eficaces, la determinación del contenido de las obligaciones debe efectuarse conforme a ellas, toda vez que las partes consintieron en regirse por ellas. En principio, sólo son ineficaces aquellas cláusulas que el consumidor no pudo razonablemente conocer (falta de consentimiento), o resultan abusivas porque alteran sustancialmente la economía del contrato (por ejemplo, la cláusula que invierte la carga de la prueba en perjuicio del consumidor, artículo 16 de la Ley Nº19.496). En esos casos, la cláusula es sancionada con la nulidad, y siempre que resulte posible la subsistencia del contrato sin la cláusula nula, el vacío deberá ser integrado por la propia ley o por el juez. 

Graduación de la culpa. Contrariamente a lo sostenido por la doctrina y alguna jurisprudencia, no hay razón para entender que la regla del artículo 44 del Código Civil se aplica sólo en sede contractual y que, en consecuencia, en sede extracontractual se responde de toda culpa, inclusive la levísima. Como se ha señalado en la primera parte, constituye además una contradicción afirmar que la culpa se aprecia en abstracto, aplicando el patrón de cuidado del hombre prudente, y al mismo tiempo señalar que en materia extracontractual se responde incluso de culpa levísima, pues se trata de grados de cuidado asimétricos.

Ante la ausencia de una definición especial de culpa entre las normas de la responsabilidad delictual y cuasi delictual civil, y atendida la generalidad de su formulación, debe aplicarse aquí la regla del artículo 44 II del Código Civil que dispone que la culpa sin otra calificación, significa culpa o descuido leve. Como se ha explicado, esta noción de culpa hace referencia al modelo abstracto de conducta del hombre prudente o buen padre de familia, que representa con mayor naturalidad las expectativas razonables que se tienen acerca del comportamiento propio y el de los demás en los tratos recíprocos. 

La regla general es, entonces, que en materia extracontractual se responde de culpa leve. Con todo, no es infrecuente que el nivel de cuidado exigible al hombre prudente varíe conforme a las circunstancias que rodean la acción. Así, tratándose de actividades peligrosas, dichas exigencias tienden a extender el nivel de cuidado, por vía de presunciones de culpabilidad, hasta las fronteras de la responsabilidad estricta e, incluso, pueden dar origen a que determinados grupos de actividades queden sujetas a una regla legal que atribuye una responsabilidad de esta especie. A pesar de que la clasificación de las culpas a que alude el artículo 1547 podrían llevar a pensar que la cuestión se presenta muy diferente en el ámbito contractual, ocurre que la determinación del grado concreto de diligencia exigible al deudor también dependerá de las circunstancias (así ocurre, por ejemplo, en relación con el grado de culpa de que responde el mandatario, la que se apreciará con mayor o menor rigurosidad según las circunstancias que describe el artículo 2129 del Código Civil). 

Prueba de la culpa. Si bien en materia de prueba de la culpa en los estatutos de responsabilidad civil debe estarse, en principio, a la diferencia que emana del artículo 1547 III y del artículo 2314, en relación con el artículo 1698 del Código Civil, ésta se ve moderada en dos aspectos: por una parte, en materia contractual existen situaciones en que la presunción de culpa no resulta suficiente para dar por acreditada la responsabilidad del deudor; por otra parte, existen en materia extracontractual importantes presunciones de culpa que mejoran la posición estratégica de la víctima en el juicio de responsabilidad.

En sede contractual, la presunción de culpa rige sin mayores dificultades respecto de las obligaciones de resultado (artículos 1547 y 1671 del Código Civil). Tratándose de obligaciones de medio, en cambio, la determinación de la responsabilidad del deudor puede dar origen a disputas respecto de la diligencia empleada por éste en el cumplimiento de la obligación, porque una vez que el deudor ha probado actos de ejecución, la disputa deviene en una relativa a si esos actos de ejecución pueden ser calificados como un efectivo cumplimiento de lo debido. En definitiva, acreedor y deudor se verán obligados a demostrar si se ha actuado o no de acuerdo al estándar de diligencia debida, debiendo el juez dar por probado el cumplimiento o incumplimiento a la luz de las pruebas allegadas al proceso.

En las obligaciones de medios, la prueba del cumplimiento supone a su vez la prueba de la diligencia (que según el artículo 1547 corresponde al deudor), pero usualmente el juez sólo podrá formarse un concepto acerca de si hubo cumplimiento o incumplimiento en la medida que también el acreedor allegue antecedentes probatorios que muestren la negligencia del deudor. En definitiva, mostrados que hayan sido por el deudor actos de ejecución, el juicio de responsabilidad supondrá calificar esa conducta: la culpa no se infiere de la simple inejecución de una obligación perfectamente determinada, como ocurre con las obligaciones de resultado, sino que exige una calificación normativa de lo obrado por el deudor.

En sede extracontractual se advierte una evolución en el sentido inverso. La regla general es que la culpa debe ser probada por quien la alega; sin embargo, esta regla es objeto de importantes correctivos debido a la expansión de las presunciones de culpabilidad por el hecho propio (artículo 2329 del Código Civil), y por el hecho ajeno (artículos 2320 y 2322 del Código Civil). 

Responsabilidad sin culpa. La responsabilidad sin culpa es un tipo de responsabilidad extracontractual. Sin embargo, también existe responsabilidad contractual sin culpa. Es el caso de las obligaciones de garantía, que pueden ser establecidas por el legislador o por las partes en el contrato. Tal es el caso de la obligación de saneamiento que compete al vendedor (artículo 1824 del Código Civil); de la obligación de mantener la cosa en estado de servir para el fin con que ha sido arrendada; de la obligación de saneamiento del arrendador (artículo 1927 y ss.); y, de la obligación de saneamiento que tiene el socio para con la sociedad respecto del aporte de un cuerpo cierto (artículo 2085). Por lo demás, nada impide que el deudor, en virtud de una cláusula agravante de responsabilidad, asuma una responsabilidad que comprende el caso fortuito. 

Existe evidente analogía entre los ámbitos de responsabilidad estricta y las obligaciones contractuales de garantía. En ambas el resultado es la imposición de una obligación indemnizatoria sin referencia a culpa. La responsabilidad estricta se basa en el mismo principio de garantía: quien desarrolla una actividad peligrosa sujeta a una regla de responsabilidad estricta, y garantiza a todos las posibles víctimas de esa actividad que los perjuicios que sufran les serán indemnizados. 

Alcance de la acción reparatoria. Tradicionalmente se ha entendido que en esta materia existen dos grandes diferencias entre responsabilidad contractual y extracontractual:

(a) En primer lugar, se sostiene que mientras en materia contractual sólo se responde de los perjuicios previsibles (salvo en caso de dolo; artículo 1558 del Código Civil), en el ámbito extracontractual se respondería de todo perjuicio, incluso de los imprevisibles.

(b) En segundo término, hasta hace algunos años se entendió que en materia contractual no hay lugar a la indemnización por daño moral.

Respecto de la primera diferencia anotada, cabe señalar que no hay razón alguna para que en materia extracontractual no se apliquen las reglas de carácter general contenidas en el título Del efecto de las obligaciones, aunque originalmente éstas hayan sido desarrolladas a propósito de los contratos. Por otra parte, la misma jurisprudencia y doctrina que se pronuncian a favor de dicha distinción (en términos que, por regla general, en materia contractual se respondería de los perjuicios previsibles, mientras que en materia extracontractual, de los imprevisibles), exigen como requisito de la culpa extracontractual que las consecuencias de la acción sean previsibles. Se incurre así en una insalvable contradicción, pues por una parte se sostiene que en sede extracontractual se responde de todo perjuicio, incluso de los imprevisibles y, por otra, que la culpa sólo se refiere al ámbito de lo previsible.

Por último, la tendencia actual de la jurisprudencia, que podría entenderse definitivamente aceptada, se pronuncia a favor de conceder la indemnización por daño moral también en sede contractual. Queda abierta la pregunta sin embargo, del ámbito de los perjuicios morales que resulten previsibles en materia contractual: así, de la circunstancia de que la casa arrendada no haya sido entregada oportunamente al arrendatario por negligencia del arrendador, no se sigue que éste deba responder del daño moral sufrido porque el arrendatario no pudo estar en la ciudad al momento de fallecer su madre. Para que el daño moral resulte contractualmente indemnizable, debe caer dentro del ámbito de riesgo que asume el deudor en razón del contrato. En definitiva, sin embargo, algo similar ocurre también con el requisito de proximidad del daño que resulta exigible en materia extracontractual.

Facultad de postergar para un juicio posterior la determinación de la especie y monto de los perjuicios. Tradicionalmente la doctrina y la jurisprudencia han sostenido que ésta facultad sólo procede en materia contractual. En sede extracontractual, en cambio, regiría la apreciación soberana del daño y, en consecuencia, la especie y monto de los perjuicios deberían ser objeto de discusión en el mismo juicio ordinario en que se hace valer la responsabilidad.

De acuerdo al referido artículo 173 del Código de Procedimiento Civil, si se ha discutido en el juicio sobre la naturaleza y monto de los perjuicios, esto es, si han sido objeto de prueba, el juez puede liquidarlos en la sentencia o señalar las bases para su determinación. La sentencia debe basarse en antecedentes del proceso para poder determinar la naturaleza y monto de los perjuicios.

Si en el juicio sólo se ha discutido la procedencia de la indemnización, y no la especie y el monto de los perjuicios, el juez reservará a las partes el derecho de discutir esta cuestión en la ejecución de la sentencia o en otro juicio diverso.  

Esta norma tiene como fundamento una importante razón económica, consistente en limitar la discusión a los elementos de la responsabilidad, evitando de este modo la engorrosa prueba de los perjuicios, que sólo es necesario producir una vez que se resuelva en la sentencia definitiva que el demandante tiene derecho a la indemnización.

En el último tiempo, la doctrina ha señalado que en esta materia no hay diferencia entre la responsabilidad contractual y la extracontractual, de modo que en ambas puede reservarse la discusión y retardarse la prueba de los perjuicios para la ejecución del fallo o para un juicio posterior.

III. El concurso o cúmulo de responsabilidad

Nociones. Bajo el concepto de cúmulo de responsabilidad la doctrina se ha referido tradicionalmente al problema de la concurrencia de los dos estatutos de la responsabilidad civil, en aquellos casos en que un mismo hecho importa a la vez el incumplimiento de una obligación contractual y la ocurrencia de un delito o cuasidelito civil. Este problema se plantea con frecuencia en materia de responsabilidad profesional; en especial de los médicos, quienes en la mayoría de los casos están vinculados por un contrato y además por deberes específicos de cuidado relativos a la integridad física del paciente.

Bajo el concepto de cúmulo de responsabilidad se agrupan dos cuestiones de naturaleza diversa: la primera consiste en determinar si la víctima puede optar por el estatuto de responsabilidad que le resulte más provechoso; la segunda, si las acciones que emanan de ambos estatutos son acumulables. 

La palabra cúmulo hace más bien referencia a este último sentido, que plantea pocas dificultades: la responsabilidad contractual no se puede acumular a la extracontractual porque ello se traduciría en un enriquecimiento sin causa de la víctima (que sería indemnizada por dos conceptos diferentes por un mismo daño). Por eso, el sentido relevante del cúmulo de responsabilidad se refiere a las situaciones en que, en principio, resultan aplicables los dos estatutos alternativamente y se trata de resolver si la víctima en tales circunstancias puede optar por demandar según el estatuto que le resulte más favorable. 

Tradicionalmente, la doctrina y la jurisprudencia nacional se manifiestan en contra de la opción entre ambos estatutos de responsabilidad. Según esta opinión, conceder la posibilidad de optar entre una u otra acción para reclamar la indemnización de los perjuicios importaría desconocer la obligatoriedad del contrato, que conforme al artículo 1545 del Código Civil, vincula a las partes con la misma fuerza que la ley. A ello se agrega que en opinión mayoritaria de la doctrina la especialidad de la responsabilidad contractual prima sobre la responsabilidad extracontractual, a la que se asigna un carácter residual. Como se advierte, esta posición importa privilegiar el principio obligatorio del contrato, en virtud del cual los deberes generales de respeto recíproco (típicos de la responsabilidad extracontractual) ceden frente a la relación obligatoria consentida en el contrato. 

Sin embargo, en opinión de la doctrina y de alguna jurisprudencia, bajo ciertas circunstancias la opción resulta excepcionalmente procedente. Desde luego que ello ocurre cuando así lo han estipulado las partes (por aplicación del principio de autonomía privada expresado por el artículo 1545 del Código Civil). También se acepta la opción cuando el incumplimiento del contrato constituye a la vez la comisión de un ilícito penal. En el derecho comparado, la tendencia protectora de la víctima ha expandido la opción ha situaciones en que el régimen extracontractual resulta simplemente más favorable al demandante (como puede ocurrir con el plazo de prescripción). 

IV. El sistema de derecho común

213. Planteamiento. La legislación nacional regula dos grandes estatutos de responsabilidad civil (contractual y extracontractual), pero no establece explícitamente el régimen común aplicable (por ejemplo, al incumplimiento de obligaciones legales).

Parte de la doctrina nacional (sobre todo Alessandri), sostiene que el régimen común de responsabilidad es el contractual, pues es el único que está regulado genéricamente a propósito de los efectos de las obligaciones (artículos 1545 y ss. del Código Civil). 

Esta doctrina es la misma que atribuye la aplicación de las normas del título XII del libro IV del Código Civil, Del efecto de las obligaciones, exclusivamente al ámbito contractual. Como se ha expuesto, algunas de las normas del mencionado título se aplican indistintamente al ámbito contractual y extracontractual y, por ello, la conclusión sobre el carácter de régimen común del primero perdería sustento.

El contrato supone necesariamente un acuerdo previo, que debe ser observado y cuya inobservancia genera una obligación indemnizatoria de segundo grado. Sin embargo, la mayoría de los deberes de cuidado a que se está sometido en el tráfico no dan lugar a relaciones obligatorias. Por ello, en la práctica, el régimen común es el de responsabilidad extracontractual, pues se refiere precisamente a esas relaciones que no están regidas por vínculo obligatorio preexistente.

La cuestión se torna más discutible en los casos en que existe una obligación preexistente, que no tiene su origen en el contrato sino en la ley, como la responsabilidad que surge del incumplimiento de la obligación de dar alimentos, o la que tienen los directores de una sociedad anónima respecto de los accionistas (artículo 41 I de la Ley Nº18.046, sobre sociedades anónimas). Pareciera que en tales casos la responsabilidad sigue al incumplimiento de una obligación personal de primer grado y podría regirse, por analogía, por las normas de la responsabilidad contractual. 

Algunas aplicaciones. A continuación se exponen algunas consecuencias prácticas de la conclusión indicada en el párrafo anterior:

(a) Responsabilidad médica: Para determinar la acción que se interpondrá como consecuencia de un daño deberá precisarse si existe un acuerdo contractual con el médico o clínica respectiva, en cuyo caso regirá la responsabilidad contractual. En caso contrario, se aplicarán las reglas de la responsabilidad extracontractual. 

(b) Responsabilidad precontractual: Antes que se celebre el contrato definitivo, y durante la negociación, es frecuente que se suscriba un acuerdo en principio o acuerdo de negociación, en cuyo caso ésta se rige por las reglas de la responsabilidad contractual. Si no hay acuerdo, como será la regla general, la negociación está regida por los deberes de cuidado cuya infracción da lugar a una responsabilidad extracontractual.

(c) Nulidad: La nulidad del contrato no tiene su origen en incumplimiento contractual, sino en su ineficacia. Por ello, la indemnización de los perjuicios que se causen con motivo de la nulidad tendrá que regirse por la responsabilidad extracontractual. La responsabilidad por nulidad se puede extender solidariamente a todos los que hubieren otorgado el pacto nulo. 

(d) Productos defectuosos: Si hay una cadena de contratos entre el fabricante y el que recibe la mercadería defectuosa, se aplicará la responsabilidad extracontractual, pero, es posible aplicar la presunción de responsabilidad por el hecho propio del artículo 2329 del Código Civil para establecer una relación entre el fabricante y el consumidor, que de lugar a una inversión del peso de la prueba en favor de la víctima (como en la responsabilidad contractual). 

(e) Directores de sociedad anónima: La acción que pertenece a los accionistas contra los directores (artículo 41 de la ley sobre sociedades anónimas) no tiene su antecedente en un contrato, sino en una relación mediata, a través de la sociedad. Por eso, por regla general se aplicará el estatuto de la responsabilidad extracontractual. Esta tendrá su origen en la infracción de un deber de cuidado que la ley establece no sólo respecto de la sociedad, sino también de los accionistas. Así, como en la responsabilidad contractual, la responsabilidad surge como reparación por incumplimiento de una obligación personal (de medios) establecida por la ley. 

En principio cada accionista puede demandar los perjuicios personalmente sufridos (que serán proporcionales, en su participación accionaria, a los sufridos por la sociedad). Sin embargo, la ley ha abierto la posibilidad de que accionistas que representen el 5% del total de las acciones ejerzan las acciones que pertenecen a la sociedad por los perjuicios provocados por los directores, en cuyo caso el éxito de la acción beneficia a la sociedad (y los accionistas que ejercen la acción reciben una restitución por los gastos incurridos en una especie de acción conexa restitutoria).

Hechos Que Alteran O Eximen De Responsabilidad





Ausencia de culpa.





El hecho del tercero.





Eximentes de responsabilidad





Estado de necesidad.





Caso fortuito.





La culpa de la victima.





Convenciones sobre responsabilidad 





El hecho del tercero








Es la única causa del daño





No es la única causa del daño.





El hecho del tercero no es culpable ni doloso, no existe responsabilidad ni para el tercero ni para el autor.





El hecho del tercero es culpable o doloso: el autor no responderá sino en los casos en que lo hace responsable del hecho ajeno, si no es así, para él constituye un caso fortuito, y deberá la indemnización el tercero culpable.








Si el autor del daño y el tercero son ambos culpables, responden solidariamente de los daños ocasionados.





Si la actuación del tercero no es ni culpable ni dolosa, el autor del daño responderá de los perjuicios, a menos que el hecho del tercero constituya para él un caso fortuito.





Culpa de la victima.





Única causa del daño: no hay responsabilidad para el autor, porque no hay culpa suya.





Concurso de culpas, de la victima y del que causa el daño: procede una rebaja de la indemnización. 








� Apunte confeccionado por Consuelo Chamorro K., ayudante Cátedra responsabilidad extracontractual, profesor Luis Bustamante Salazar, segundo semestre 2006. 
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